
Informe Secretarial. Bogotá D.C., veintidos (22) de febrero de dos mil 

veintidos (2022), al Despacho de la señora Juez informando que nos 

correspondió por reparto realizado en la oficina judicial el 15 de febrero 

2022, el presente Proceso Ordinario con radicación interna 2022-059. 

Sírvase proveer. 

 

 

NORBEY MUÑOZ JARA 

Secretario 
 

 
 
 

 
 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
Rama Judicial del Poder Público 

JUZGADO TREINTA Y CUATRO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ. 
 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

1. RECONÓZCASE personería adjetiva a la abogada Heidy Astrid García 

Beltrán, identificada con C.C. 52.349.694 y T.P. N°. 122.157 del C.S. de la 
J., como apoderada judicial del demandante, en los términos y para los 
efectos del poder conferido a folios 9 a 10 del plenario 

 
2.- Visto el informe secretarial que antecede, tras realizar el estudio sobre la 

forma y los requisitos de la demanda estipuladas en el artículo 25, 25A y 26 
del CPTSS y en el Decreto 806 del 04 de junio del 2020, se encuentra que 
esta no reúne con las exigencias allí contenidas por las siguientes razones: 

 
3.-REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA - ARTÍCULO 25 C.P.T Y 

DE LA S.S. 

 

1. Establece el numeral 7 del artículo 25 del C.P.T., que los hechos y 

omisiones en que se funden las pretensiones de la demanda se 
presenten clasificados y numerados, sin embargo, todos los hechos  
contienen varios supuestos en un solo numeral, en razón de lo cual 

deberán ser adecuados. 



 

2. El inciso cuarto del Decreto 806 de 2020, establece que con la 
demanda: “el demandante, al presentar la demanda, 

simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de 
ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá 

proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente 
el escrito de subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus 
veces velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación 
la autoridad judicial inadmitirá la demanda.” (subrayado y en negrilla 
por fuera del texto original) 

 
3. En aplicación de lo dispuesto en el numeral 10 del artículo 25 del 

C.P.T., deberá aclararse la cuantía de las pretensiones para 

establecer si se trata de un asunto de única o primera instancia.  
 

4.- Si bien la apoderada se refirió a unos fundamentos de derecho, se 

resalta que en los mismos no desarrolló el contenido de las normas, sin 
indicar la aplicación al caso en concreto, por lo que deberá corregir tal 

circunstancia, en cumplimiento de lo establecido por el artículo 25 
numeral 8 del C.P.T. y S.S., pues no basta indicar un conjunto de normas 
jurídicas sino que debe explicarse su contenido y relación con las 

pretensiones de la demanda. 
 

5.- Respecto a las pruebas allegadas con el expediente bajo el radicado 
03.1, deben ser nuevamente aportadas verificando que el formato permita 
su revisión por el Despacho, en tanto al intentar analizarlas no es posible 

descargarlas de la carpeta que las contiene.  
 
4.- Por las razones anotadas, se dispone INADMITIR la demanda de la 

referencia, para que la parte actora presente nuevamente la demanda sin la 
deficiencia previamente referida. En consecuencia, se concede el término de 

CINCO (5) DÍAS HÁBILES, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 
28 CPTSS, so pena de RECHAZO. 

 
5.- En lo que respecta a la medida cautelar solicitada (fl.11), tal 

requerimiento resulta ser prematuro si se tiene en cuenta que de la lectura 
del artículo 85 A del C.P.T, se puede inferir la necesidad de que se haya 

trabado la litis y que, como consecuencia de los actos perpetrados por la 
pasiva se pueda entender que intenta impedir la efectividad de la sentencia, 
mismos que no pueden verificarse si no hasta cuando se logre la 

intervención de la llamada a juicio. 

«ARTÍCULO 85A. Medida Cautelar en Proceso Ordinario. Cuando el demandado, 

en proceso ordinario, efectúe actos que el juez estime tendientes a insolventarse o a impedir 
la efectividad de la sentencia, o cuando el juez considere que el demandado se encuentra en 
graves y serias dificultades para el cumplimiento oportuno de sus obligaciones, podrá 



imponerle caución para garantizar las resultas del proceso, la cual oscilará de acuerdo a su 
prudente proceso entre el 30 y el 50% del valor de las pretensiones al momento de decretarse 
la medida cautelar.» (…).  

Frente al particular la Corte Constitucional en Sentencia C-379 de 2004 
estableció: 

 
«Por tanto, la razón de ser de la medida, es precisamente evitar el 

desconocimiento de la sentencia, pues cuando el demandado efectúe 
actos tendientes a insolventarse, podrá el juez imponer la caución, 
garantizando el cumplimiento de la misma. Aquí no se desconoce el 
derecho de acceso a la administración de justicia, pues como se ve, la 
decisión se toma después de una valoración y un análisis de las 

pruebas y sólo cuando el juez considere que las resultas del 

proceso pueden ser desconocidas, previsión que se justifica en 
favor del trabajador. 

 
La carga procesal que se impone al demandado no agrava su 

situación, simplemente cuando el juez considere que se encuentra en 
serias dificultades para el cumplimiento de sus obligaciones, y en aras 
de proteger al trabajador decreta la medida, con el fin de hacer efectiva 
la orden dada en la sentencia.» (Subrayas y negrilla del Despacho) 

 
En ese orden de ideas, las medidas cautelares deprecadas se resolverán una 

vez se encuentra debidamente conformado el contradictorio. 
 
Notifíquese y cúmplase. 

 

MYRIAN LILIANA VEGA MERINO 

Juez 
 
 
 
 
 

JUZGADO TREINTA Y CUATRO LABORAL 
DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

Secretaría 
 
Bogotá D. C. 22 de agosto de 2022. 
 
Por ESTADO N° 095 de la fecha fue notificado el 
auto anterior. 
 

 

NORBEY MUÑOZ JARA 
Secretario 

 

AFRB 


